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MODIFICACIONES EN LA EDICIÓN VIGENTE DE LA  
LEY DE ARRENDAMIENTOS URBANOS  

 
 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil 
 
Art. 438 [Admisión de la demanda y contestación. Reconvención], ap. 8: 
 

Contestada la demanda y, en su caso, la reconvención o el crédito 
compensable, o transcurridos los plazos correspondientes, el letrado o la letrada 
de la Administración de Justicia dictará diligencia de ordenación acordando dar 
traslado del escrito de contestación a la parte demandante y concediendo a ambas 
partes el plazo común de cinco días a fin de que propongan la prueba que quieran 
practicar, debiendo, igualmente, indicar las personas que, por no poder presentar 
ellas mismas, han de ser citadas por el letrado o la letrada de la Administración de 
Justicia a la vista para que declaren en calidad de parte, testigos o peritos, a cuyo 
fin facilitarán todos los datos y circunstancias precisos para llevar a cabo la 
citación. En el mismo plazo de cinco días podrán las partes pedir respuestas 
escritas a cargo de personas jurídicas o entidades públicas, por los trámites 
establecidos en el artículo 381. En el supuesto que alguna de las partes hubiera 
anunciado la presentación de una prueba pericial conforme al artículo 337.1, dicho 
plazo de cinco días empezará a contar desde que se tenga por aportado el referido 
dictamen o haya transcurrido el plazo para su presentación. 

Dentro del mismo plazo de cinco días la parte actora podrá realizar las 
alegaciones que tenga por conveniente con respecto a las excepciones procesales 
planteadas por el demandado en su escrito de contestación que puedan impedir la 
válida prosecución y término del proceso mediante sentencia sobre el fondo. 
 
Modificado, con efectos de 3 de abril de 2025, por el art. 22.34 de la Ley Orgánica 
1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de 
Justicia (BOE n.º 3, de 3 de enero de 2025). 
 
 
Art. 440 [Citación para la vista]: 
 

Contestada la demanda y, en su caso, la reconvención o el crédito 
compensable, o transcurridos los plazos correspondientes, el letrado o letrada de 
la Administración de Justicia, cuando haya de celebrarse vista de acuerdo con lo 
expresado en el artículo 438, citará a las partes a tal fin dentro de los cinco días 
siguientes. La vista habrá de tener lugar dentro del plazo máximo de un mes.  

En la citación se fijará el día y hora en el que haya de celebrarse la vista, y se 
informará a las partes de la posibilidad de recurrir a una negociación para intentar 
solucionar el conflicto, incluido el recurso a una mediación, en cuyo caso aquéllas 
indicarán en la vista o antes de ella su decisión al respecto y las razones de la 
misma. 

En la citación se hará constar que la vista no se suspenderá por inasistencia 
del demandado y se advertirá a los litigantes que, si no asistieren y se hubiere 



admitido su interrogatorio, podrán considerarse admitidos los hechos del 
interrogatorio conforme a lo dispuesto en el artículo 304. Asimismo, se prevendrá a 
la parte demandante y demandada de lo dispuesto en el artículo 442, para el caso 
de que no comparecieren a la vista. 
 
Modificado, con efectos de 3 de abril de 2025, por el art. 22.37 de la Ley Orgánica 
1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de 
Justicia (BOE n.º 3, de 3 de enero de 2025). 
 
 
Art. 447 [Sentencia. Ausencia de cosa juzgada en casos especiales], aps. 1 y 2: 
 

1. Practicadas las pruebas, incluidas las diligencias finales a las que serán 
de aplicación lo dispuesto en el artículo 435, el tribunal podrá conceder a las partes 
un turno de palabra para formular oralmente conclusiones. A continuación, se dará 
por terminada la vista y el tribunal, salvo en los casos en que pronuncie sentencia 
oralmente según lo establecido en el artículo 210.3, dictará sentencia dentro de los 
diez días siguientes. Se exceptúan los juicios verbales en que se pida el desahucio 
de finca urbana, en que la sentencia se dictará en los cinco días siguientes, 
convocándose en el acto de la vista a las partes a la sede del tribunal para recibir la 
notificación sino estuvieran representadas por procurador o no debiera realizarse 
por medios telemáticos, que tendrá lugar el día más próximo posible dentro de los 
cinco siguientes al de la sentencia. 

Sin perjuicio de lo anterior, en las sentencias de condena por allanamiento a 
que se refieren el apartado 3 del artículo 437 y el apartado 5 del artículo 438, en 
previsión de que no se verifique por el arrendatario el desalojo voluntario en el plazo 
señalado, se fijará con carácter subsidiario día y hora en que tendrá lugar, en su 
caso, el lanzamiento directo del demandado, que se llevará a término sin necesidad 
de ulteriores trámites en un plazo no superior a 15 días desde la finalización de 
dicho periodo voluntario. Del mismo modo, en las sentencias de condena por 
incomparecencia del demandado, se procederá al lanzamiento en la fecha fijada 
sin más trámite. 

2. No producirán efectos de cosa juzgada las sentencias que pongan fin a los 
juicios verbales sobre tutela sumaria de la posesión ni las que decidan sobre la 
pretensión de desahucio o recuperación de finca, rústica o urbana, dada en 
arrendamiento, por impago de la renta o alquiler o por expiración legal o contractual 
del plazo, y sobre otras pretensiones de tutela que esta Ley califique como 
sumarias. 

En relación con las demandas en las que se acumulen a la pretensión de 
desahucio o recuperación de finca dada en arrendamiento, por impago de renta o 
alquiler o por expiración legal o contractual del plazo, las acciones de reclamación 
de rentas o cantidades análogas vencidas y no pagadas, así como las acciones 
ejercitadas contra el fiador o avalista solidario, los pronunciamientos de la 
sentencia en relación con esas acciones acumuladas a la de desahucio producirán 
efectos de cosa juzgada. 
 



Se modifica el apartado 1 y se añade un párrafo en el apartado 2, con efectos de 3 
de abril de 2025, por el art. 22.41 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de 
medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia (BOE n.º 3, de 3 de 
enero de 2025). 
 
 
 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente 
al COVID-19 
 
Art. 1 [Suspensión del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos para 
hogares vulnerables sin alternativa habitacional]: 
 

1. Desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley y hasta el 31 de 
diciembre de 2025, en todos los juicios verbales que versen sobre reclamaciones 
de renta o cantidades debidas por el arrendatario, o la expiración del plazo de 
duración de contratos suscritos conforme a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos, que pretendan recuperar la posesión de la finca, se haya 
suspendido o no previamente el proceso en los términos establecidos en el 
apartado 5 del artículo 441 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 
la persona arrendataria podrá instar, de conformidad con lo previsto en este 
artículo, un incidente de suspensión extraordinaria del desahucio o lanzamiento 
ante el Juzgado por encontrarse en una situación de vulnerabilidad económica que 
le imposibilite encontrar una alternativa habitacional para sí y para las personas 
con las que conviva. 

Así mismo, si no estuviese señalada fecha para el lanzamiento, por no haber 
transcurrido el plazo de diez días a que se refiere el artículo 440.3 de la Ley 1/2000, 
de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, o por no haberse celebrado la vista, se 
suspenderá dicho plazo o la celebración de la vista. 

Estas medidas de suspensión que se establecen con carácter extraordinario 
y temporal, en todo caso, dejarán de surtir efecto el 31 de diciembre de 2025. 

2. Para que opere la suspensión a que se refiere el apartado anterior, la 
persona arrendataria deberá acreditar que se encuentra en alguna de las 
situaciones de vulnerabilidad económica descritas en las letras a) y b) del artículo 
5.1 del presente real decreto-ley mediante la presentación de los documentos 
previstos en el artículo 6.1. El Letrado de la Administración de Justicia dará traslado 
de dicha acreditación al demandante, quien en el plazo máximo de diez días podrá 
acreditar ante el Juzgado, por los mismos medios, encontrarse igualmente en la 
situación de vulnerabilidad económica descrita en la letra a) del artículo 5.1 o en 
riesgo de situarse en ella, en caso de que se adopte la medida de suspensión del 
lanzamiento. 

3. Una vez presentados los anteriores escritos, el Letrado de la 
Administración de Justicia deberá trasladar inmediatamente a los servicios 
sociales competentes toda la documentación y solicitará a dichos servicios 
informe, que deberá ser emitido en el plazo máximo de diez días, en el que se valore 



la situación de vulnerabilidad del arrendatario y, en su caso, del arrendador, y se 
identifiquen las medidas a aplicar por la administración competente. 

4. El Juez, a la vista de la documentación presentada y del informe de 
servicios sociales, dictará un auto en el que acordará la suspensión del 
lanzamiento si se considera acreditada la situación de vulnerabilidad económica y, 
en su caso, que no debe prevalecer la vulnerabilidad del arrendador. Si no se 
acreditara la vulnerabilidad por el arrendatario o bien debiera prevalecer la 
situación de vulnerabilidad del arrendador acordará la continuación del 
procedimiento. En todo caso, el auto que fije la suspensión señalará expresamente 
que el 31 de diciembre de 2025 se reanudará automáticamente el cómputo de los 
días a que se refiere el artículo 440.3 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, o se señalará fecha para la celebración de la vista y, en su 
caso, del lanzamiento, según el estado en que se encuentre el proceso.  

Acreditada la vulnerabilidad, antes de la finalización del plazo máximo de 
suspensión, las Administraciones públicas competentes deberán, adoptar las 
medidas indicadas en el informe de servicios sociales u otras que consideren 
adecuadas para satisfacer la necesidad habitacional de la persona en situación de 
vulnerabilidad que garanticen su acceso a una vivienda digna. Una vez aplicadas 
dichas medidas la Administración competente habrá de comunicarlo 
inmediatamente al Tribunal, y el Letrado de la Administración de Justicia deberá 
dictar en el plazo máximo de tres días decreto acordando el levantamiento de la 
suspensión del procedimiento. 

5. A los efectos previstos en el artículo 150.4 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil, se entenderá que concurre el consentimiento de la persona 
arrendataria por la mera presentación de la solicitud de suspensión. 

Se entenderá igualmente que concurre el consentimiento del arrendador 
para hacer la comunicación prevenida en este artículo por la mera presentación del 
escrito alegando su situación de vulnerabilidad económica. 
 
Se modifica por el art. 72.1 del Real Decreto-ley 1/2025, de 28 de enero, por el que 
se aprueban medidas urgentes en materia económica, de transporte, de Seguridad 
Social, y para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad (BOE n.º 25, de 29 de 
enero de 2025).  
 
Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria única.2 de dicho RD-
ley: 
 
Disp. Trans. única. Aplicación de determinadas medidas del real decreto-ley. 

[…] 
2. Los procedimientos de desahucio o lanzamiento que se encontraran 

suspendidos a fecha de 22 de enero de 2025 conforme a lo previsto en los artículos 
1 y 1 bis del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer 
frente al COVID-19, continuarán suspendidos conforme a lo previsto en el presente 
real decreto-ley sin necesidad de nueva solicitud. 
 
 



Art. 1bis [Suspensión hasta el 31 de diciembre de 2025 del procedimiento de 
desahucio y de los lanzamientos para personas económicamente vulnerables sin 
alternativa habitacional en los supuestos de los apartados 2.º, 4.º y 7.º del artículo 
250.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y en aquellos otros 
en los que el desahucio traiga causa de un procedimiento penal]: 
 

1. Desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley y hasta el 31 de 
diciembre de 2025, en todos los juicios verbales en los que se sustancien las 
demandas a las que se refieren los apartados 2.º, 4.º y 7.º del artículo 250.1 de la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y en aquellos otros procesos 
penales en los que se sustancie el lanzamiento de la vivienda habitual de aquellas 
personas que la estén habitando sin ningún título habilitante para ello, el Juez 
tendrá la facultad de suspender el lanzamiento hasta el 31 de diciembre de 2025. 

Estas medidas de suspensión que se establecen con carácter extraordinario 
y temporal dejarán de surtir efecto en todo caso el 31 de diciembre de 2025. 

2. Será necesario para poder suspender el lanzamiento conforme al 
apartado anterior, que se trate de viviendas que pertenezcan a personas jurídicas o 
a personas físicas titulares de más de diez viviendas y que las personas que las 
habitan sin título se encuentren en situación de vulnerabilidad económica por 
encontrarse en alguna de las situaciones descritas en la letra a) del artículo 5.1. 

El Juez tomará la decisión previa valoración ponderada y proporcional del 
caso concreto, teniendo en cuenta, entre otras que procedan, las siguientes 
circunstancias: 

a) Las circunstancias relativas a si la entrada o permanencia en el inmueble 
está motivada por una situación de extrema necesidad. Al efecto de analizar el 
estado de necesidad se valorará adecuadamente el informe de los servicios 
sociales emitido conforme al apartado siguiente. 

b) Las circunstancias relativas a la cooperación de los habitantes de la 
vivienda con las autoridades competentes en la búsqueda de soluciones para una 
alternativa habitacional que garantizara su derecho a una vivienda digna. 

3. Para que opere la suspensión a que se refiere el apartado anterior, quien 
habite la vivienda sin título habrá de ser persona dependiente de conformidad con 
lo dispuesto en el apartado dos del artículo 2 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, 
de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de 
dependencia, víctima de violencia sobre la mujer o tener a su cargo, conviviendo en 
la misma vivienda, alguna persona dependiente o menor de edad. 

En todo caso, la persona o personas que ocupan la vivienda sin título 
deberán acreditar, además, que se encuentran en alguna de las situaciones de 
vulnerabilidad económica descritas en la letra a) del artículo 5.1 del presente real 
decreto-ley mediante la presentación de los documentos previstos en el artículo 
6.1. El Letrado de la Administración de Justicia, dará traslado de dicha acreditación 
al demandante o denunciante. 

4. El Letrado de la Administración de Justicia deberá trasladar 
inmediatamente a los servicios sociales competentes toda la documentación y 
solicitará a dichos servicios informe, que deberá ser emitido en el plazo máximo de 
quince días, en el que se valore la situación de vulnerabilidad de la persona o 



personas que hayan fijado en el inmueble su vivienda, y se identifiquen las medidas 
a aplicar por la administración competente. 

5. Acreditada la situación de vulnerabilidad de la persona que habite en la 
vivienda y ponderadas por el Juez todas las demás circunstancias concurrentes, 
este dictará auto acordando, en su caso, la suspensión por el tiempo que reste 
hasta el 31 de diciembre de 2025. Si el solicitante no acreditara la vulnerabilidad o 
no se encontrara entre las personas con derecho a instar la suspensión conforme 
a lo señalado en el apartado 2 o concurriera alguna de las circunstancias previstas 
en el apartado 6, el juez acordará mediante auto la continuación del procedimiento. 

Durante el plazo máximo de suspensión fijado, las administraciones 
públicas competentes deberán, caso de quedar constatada la vulnerabilidad 
económica, adoptar las medidas indicadas en el informe de servicios sociales u 
otras que consideren adecuadas para satisfacer la necesidad habitacional de la 
persona en situación de vulnerabilidad que garanticen su acceso a una vivienda 
digna. Una vez adoptadas dichas medidas la Administración competente habrá de 
comunicarlo inmediatamente al Tribunal competente, y el Juez deberá dictar en el 
plazo máximo de tres días auto acordando el levantamiento de la suspensión del 
procedimiento y el correspondiente lanzamiento. 

6. A los efectos previstos en el artículo 150.4 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil, se entenderá que concurre el consentimiento de la persona 
demandada por la mera presentación de su solicitud de suspensión. 

7. En ningún caso procederá la suspensión a que se refiere este artículo si la 
entrada o permanencia en la vivienda ha tenido lugar en los siguientes supuestos:  

a) Cuando se haya producido en un inmueble de propiedad de una persona 
física, si en dicho inmueble tiene su domicilio habitual o segunda residencia 
debidamente acreditada, sin perjuicio del número de viviendas de las que sea 
propietario. 

b) Cuando se haya producido en un inmueble de propiedad de una persona 
física o jurídica que lo tenga cedido por cualquier título válido en derecho a una 
persona física que tuviere en él su domicilio habitual o segunda residencia 
debidamente acreditada. 

c) Cuando la entrada o permanencia en el inmueble se haya producido 
mediando intimidación o violencia sobre las personas. 

d) Cuando existan indicios racionales de que la vivienda se esté utilizando 
para la realización de actividades ilícitas. 

e) Cuando la entrada o permanencia se haya producido en inmuebles de 
titularidad pública o privada destinados a vivienda social y ya se hubiera asignado 
la vivienda a un solicitante por parte de la administración o entidad que gestione 
dicha vivienda. 

f) Cuando la entrada en la vivienda se haya producido con posterioridad a la 
entrada en vigor del presente real decreto-ley. 
 
Se modifica por el art. 72.2 del Real Decreto-ley 1/2025, de 28 de enero, por el que 
se aprueban medidas urgentes en materia económica, de transporte, de Seguridad 
Social, y para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad (BOE n.º 25, de 29 de 
enero de 2025).  
 



Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria única.2 de dicho RD-
ley. 
 
 
 
Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda 
 
Art. 16 [Vivienda protegida]: 
 
Se declara inconstitucional y nulo por sentencia del TC 79/2024, de 21 de mayo. 
 
 
Art. 19 [Colaboración y suministro de información de los grandes tenedores en 
zonas de mercado residencial tensionado], ap. 3: 
 

3. La información a aportar se referirá al año natural anterior, a requerimiento 
de las Administraciones Públicas competentes en materia de vivienda, debiendo 
comunicarse en un plazo máximo de tres meses desde el referido requerimiento, 
que incluirá, con respecto a las viviendas de titularidad del gran tenedor en la 
zona de mercado residencial tensionado, al menos, los siguientes datos: 

a) Los datos identificativos de la vivienda y el edificio en que se ubica, 
incluyendo la dirección postal, año de construcción y, en su caso, año y tipo de 
reforma, superficie construida de uso privativo por usos, referencia catastral y 
calificación energética. 

b) Régimen de utilización efectiva de la vivienda, en el contexto de los de 
usos previstos en los instrumentos de ordenación territorial y urbanística. 

c) Justificación del cumplimiento de los deberes asociados a la 
propiedad de vivienda, establecidos en el artículo 11 de esta ley. 
 
Se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado del apartado 3 por sentencia 
del TC 79/2024, de 21 de mayo. 
 
 
Art. 27 [Concepto, finalidad y financiación], aps. 1 y 3: 
 

1. Los parques públicos de vivienda tienen por finalidad contribuir al buen 
funcionamiento del mercado de la vivienda y servir de instrumento a las distintas 
Administraciones públicas competentes en materia de vivienda para hacer efectivo 
el derecho a una vivienda digna y adecuada de los sectores de la población que 
tienen más dificultades de acceso en el mercado, con especial atención a personas 
jóvenes y colectivos sujetos a mayor vulnerabilidad. 

A través de los planes estatales de vivienda y otras medidas 
complementarias adoptadas en el ámbito de las diferentes políticas públicas 
sectoriales, se incentivará la conservación, mejora y ampliación de los parques 
públicos de vivienda, estableciéndose para ello objetivos específicos en relación 
con el número de hogares de cada ámbito territorial, y otras variables territoriales, 
sociales y económicas. 



Los parques públicos de vivienda, regulados específicamente por la 
legislación autonómica en materia de vivienda, urbanismo y ordenación del 
territorio, podrán estar integrados al menos por: 

a) Las viviendas dotacionales públicas. 
b) Las viviendas sociales y protegidas construidas sobre suelo de 

titularidad pública, así como las que lo hayan sido en ejercicio del derecho de 
superficie, usufructo o cesión de uso y para alquiler con opción a compra, 
durante el tiempo en el que no se active la correspondiente opción. 

c) Las viviendas sociales adquiridas por las Administraciones Públicas 
en ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, de conformidad con lo que 
disponga la legislación aplicable y las adquiridas a través de esos mismos 
derechos, en casos de ejecución hipotecaria o dación en pago de vivienda 
habitual de colectivos en situación de vulnerabilidad o en exclusión social, tal 
y como prevé la legislación autonómica. 

d) Las viviendas sociales adquiridas por las Administraciones Públicas 
en actuaciones de regeneración o de renovación urbanas, incluyendo las 
integradas en complejos inmobiliarios, tanto de forma gratuita en virtud del 
cumplimiento de los deberes y cargas urbanísticos correspondientes, como 
onerosa. 

e) Cualquier otra vivienda social adquirida por las Administraciones 
Públicas con competencias en materia de vivienda, o cedida a las mismas. 

[…] 
3. (Anulado). 

 
Se declara inconstitucional y nulo el tercer párrafo destacado del apartado 1 y el 
apartado 3 por sentencia del TC 79/2024, de 21 de mayo. 
 
 
Disp. Trans. 1.ª [Viviendas calificadas con algún régimen de protección pública con 
anterioridad a la entrada en vigor de la ley]: 
 
(Anulada). 
 
Se declara inconstitucional y nula por sentencia del TC 79/2024, de 21 de mayo. 
 
 
Disp. Trans. 3.ª [Procedimientos suspendidos en virtud de los artículos 1 y 1 bis del 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19]: 
 

Tras la entrada en vigor de esta ley, y a partir del 31 de diciembre de 2025, los 
procedimientos de desahucio y los lanzamientos indicados en los artículos 1 y 1 bis 
del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19, que se encuentren suspendidos por aplicación de dichos preceptos, 
cuando la parte actora sea una gran tenedora de vivienda en los términos previstos 
por el artículo 3.k) de esta ley, sólo se reanudarán a petición expresa de la misma si 



la parte actora acredita que se ha sometido al procedimiento de conciliación o 
intermediación que a tal efecto establezcan las Administraciones Públicas, en base 
al análisis de las circunstancias de ambas partes y de las posibles ayudas y 
subvenciones existentes conforme a la legislación y normativa autonómica en 
materia de vivienda. 

El requisito anterior podrá acreditarse mediante alguna de las siguientes 
formas: 

1.º La declaración responsable emitida por la parte actora de que ha 
acudido a los servicios indicados anteriormente, en un plazo máximo de cinco 
meses de antelación a la presentación de la solicitud de reanudación del trámite o 
alzamiento de la suspensión, sin que hubiera sido atendida o se hubieran iniciado 
los trámites correspondientes en el plazo de dos meses desde que presentó su 
solicitud, junto con justificante acreditativo de la misma. 

2.º El documento acreditativo de los servicios competentes que indique el 
resultado del procedimiento de conciliación o intermediación, en el que se hará 
constar la identidad de las partes, el objeto de la controversia y si alguna de las 
partes ha rehusado participar en el procedimiento, en su caso. Este documento no 
podrá tener una vigencia superior a tres meses. 

En el caso de que la parte ejecutante sea una entidad pública de vivienda el 
requisito anterior se podrá sustituir, en su caso, por la previa concurrencia de la 
acción de los servicios específicos de intermediación de la propia entidad, que se 
acreditará en los términos del apartado anterior. 
 
Se modifica la referencia al 31 de diciembre de 2024 por la referencia al 31 de 
diciembre de 2025, según establece el art. 73 del Real Decreto-ley 1/2025, de 28 de 
enero, por el que se aprueban medidas urgentes en materia económica, de 
transporte, de Seguridad Social, y para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad 
(BOE n.º 25, de 29 de enero de 2025). 
 
 
 
Actualización de rentas de alquiler por anualidades completas con el IPC (Ley 
de Arrendamientos Urbanos), Instituto Nacional de Estadística: 
 
https://www.ine.es/ss/Satellite?c=Page&cid=1254735905720&pagename=Produc
tosYServicios%2FPYSLayout&L=0&p=125473589333  
 
Tabla 1 – IPC base 2016: 
 

Año Enero Febrer
o 

Marzo Abril Mayo Junio Julio Agost
o 

Sep. Oct. Nov. Dic. 
2024 113,404 113,807 114,674 115,472 115,776 116,212 115,660 115,707 115,009 115,726 116,010 116,534 

 
 
 
 
Tabla 3 – Índices LAU: 
 
Año Enero Febrero Marzo Abril Mayo Junio Julio Agosto Sep. Oct. Nov. Dic. 
2024 224,238 225,733 226,588 227,342 227,949 229,072 230,180 230,684 228,118 228,099 228,004 229,266 

https://www.ine.es/ss/Satellite?c=Page&cid=1254735905720&pagename=ProductosYServicios%2FPYSLayout&L=0&p=125473589333
https://www.ine.es/ss/Satellite?c=Page&cid=1254735905720&pagename=ProductosYServicios%2FPYSLayout&L=0&p=125473589333


 

 
Resolución de 18 de diciembre de 2024, de la Presidencia del Instituto Nacional 
de Estadística, por la que se define el índice de referencia para la actualización 
anual de los contratos de arrendamiento de vivienda 
 
BOE n.º 306, de 20 de diciembre de 2024 
 
 

La disposición final primera de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho 
a la vivienda, establece una serie de medidas de contención de precios en la 
regulación de los contratos de arrendamiento de vivienda, para lo cual modifica 
varios artículos de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos 
Urbanos. En concreto, se añade a esta ley una disposición adicional undécima en 
la que se determina que «El Instituto Nacional de Estadística definirá, antes del 31 
de diciembre de 2024, un índice de referencia para la actualización anual de los 
contratos de arrendamiento de vivienda que se fijará como límite de referencia a los 
efectos del artículo 18 de esta ley, con el objeto de evitar incrementos 
desproporcionados en la renta de los contratos de arrendamiento». 

En relación a la actualización de la renta de alquiler cobrada por el 
arrendador, el artículo 18 de la Ley 29/1994 establece que «… el incremento 
producido como consecuencia de la actualización anual de la renta no podrá 
exceder del resultado de aplicar la variación porcentual experimentada por el 
Índice de Precios al Consumo a fecha de cada actualización, tomando como mes 
de referencia para la actualización el que corresponda al último índice que 
estuviera publicado en la fecha de actualización del contrato». 

Para conseguir la finalidad de la disposición final primera de la Ley 12/2023, 
deben considerarse conjuntamente el Índice de Precios de Consumo, el Índice de 
Precios de Consumo subyacente y las diferencias entre las tasas de crecimiento 
anual tanto del Índice de Precios de Consumo como del Índice de Precios de 
Consumo subyacente de cada mes y dos parámetros: uno que guarde relación con 
el crecimiento esperado a largo plazo de dicho índice, y otro que será un coeficiente 
moderador de dichas diferencias, definidos a propuesta conjunta de la Dirección 
General de Vivienda y Suelo del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana y de la 
Dirección General de Política Económica del Ministerio de Economía, Comercio y 
Empresa, formulada con fecha 17 de diciembre de 2024, en consideración a las 
circunstancias del mercado del alquiler de vivienda. 

De acuerdo con los preceptos normativos citados, esta Presidencia del 
Instituto Nacional de Estadística procede a dictar la siguiente resolución, por la que 
se define el índice de referencia para la actualización anual de los contratos de 
arrendamiento de vivienda. 
 
Primero. Definición. 

A los efectos del artículo 18 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos, el índice de referencia que se utilizará como límite para 
la actualización anual de los contratos de arrendamiento de vivienda será el mínimo 
valor entre la tasa de variación anual del Índice de Precios de Consumo, la tasa de 



variación anual del Índice de Precios de Consumo subyacente y la tasa de variación 
anual media ajustada, elaborada según lo previsto en el anexo de esta resolución.  
 
Segundo. Publicación. 

El Instituto Nacional de Estadística publicará mensualmente el índice de 
referencia definido en la cláusula anterior, expresado con dos decimales, utilizando 
los últimos datos mensuales disponibles. 
 
Tercero. Efectos. 

La presente resolución surtirá efectos a partir del 1 de enero de 2025. 
Madrid, 18 de diciembre de 2024. 
 
 

ANEXO 
Definición de la tasa de variación anual media ajustada 

 
Se define la tasa de variación anual media ajustada de acuerdo con la 

siguiente fórmula: 
 

TVAMAmt = min (β + α × (TVIPCmt − β), β + α × (TVIPCSmt − β)) 
 
Donde 

TVAMAmt es la tasa de variación anual media ajustada, en el mes m del año 
t. 

TVIPCmt es la tasa de variación anual del Índice de Precios de Consumo en el 
mes m del año t. 

TVIPCSmt es la tasa de variación anual del Índice de Precios de Consumo 
subyacente en el mes m del año t. 

α es un parámetro que, a propuesta conjunta de la Dirección General de 
Vivienda y Suelo del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana y de la Dirección 
General de Política Económica del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa, 
tomará el valor 0.5, en consideración a las circunstancias del mercado del alquiler 
de vivienda. 

β es un parámetro que, a propuesta conjunta de la Dirección General de 
Vivienda y Suelo del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana y de la Dirección 
General de Política Económica del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa, 
tomará como valor 2, que es el objetivo de tasa de inflación a medio plazo del Banco 
Central Europeo. Así, guardará relación con la evolución esperada de los precios de 
consumo a medio plazo. 

 
 




